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2. Infracciones de los usuarios:
a) Presentar documentación falsa o irregular para efectos del registro 

de usuarios.

b) No ejecutar las acciones de extensión agropecuaria acordadas con 
la Epsea, sin justiicación.

Artículo 45. Sanciones y su gradualidad. Las sanciones a imponer 
por parte de la Agencia de Desarrollo Rural (ADR) se clasiican como 
leves, graves o gravísimas dependiendo del tipo de infracción en que se 
haya incurrido. La infracción de la EPSEA del literal a) del artículo 43 
de la presente ley será leve cuando el incumplimiento a la obligación 
contractual no recaiga en alguno de los elementos esenciales del contrato, 
graves cuando el incumplimiento a la obligación contractual recaiga en 
alguno de los elementos esenciales y gravísima cuando el incumplimiento 
a la obligación contractual recaiga en alguno de estos elementos y 
adicionalmente se altere el orden público, económico, social o ambiental.

La infracción de la EPSEA del literal b), c) y d) del artículo 44 de la 
presente ley se considerarán como graves si se comprueba la culpa del 
infractor y gravísimas si se comprueba el dolo del infractor.

La infracción de los usuarios del literal a) del artículo 44 de la presente 
ley será grave si se comprueba la culpa del infractor y gravísima si se 
comprueba dolo del infractor.

La infracción de los usuarios del literal b) del artículo 44 de la presente 
ley será leve cuando el incumplimiento de la acción de extensión no 
altere el orden público, económico, social o ambiental, grave cuando 
con el incumplimiento de la acción de extensión se compruebe la culpa 
del infractor y altere el orden económico, social o ambiental y gravísima 
cuando con el incumplimiento se compruebe el dolo del infractor y altere 
el orden social, económico o ambiental.

Las sanciones serán:

1. Para las EPSEA, inhabilitación temporal o permanente, y multa de 
hasta quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigen-
tes cuando la infracción sea leve; multa de hasta mil (1.000) sala-
rios mínimos mensuales legales vigentes cuando la infracción sea 
grave y hasta dos mil (2.000) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes cuando la infracción sea gravísima.

2. Para los usuarios, suspensión temporal cuando la infracción sea 
leve o grave y suspensión deinitiva del servicio de extensión agro-
pecuaria cuando la infracción sea gravísima.

Parágrafo 1°. Las conductas leves podrán ser subsanadas por parte de 
los usuarios o de las Epsea que logren mitigar el impacto de sus conductas, 
caso en el cual no se impondrán sanciones.

Parágrafo 2°. La Agencia de Desarrollo Rural (ADR) como autoridad 
sancionatoria podrá hacer el cobro coactivo de las multas que se impongan 
y que estén debidamente ejecutoriadas.

TÍTULO IV

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 46. Reglamentación. Para efectos de su implementación, el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural reglamentará las materias 
técnicas objeto de la presente ley.

Artículo 47. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación, y deroga las disposiciones que le sean contrarias, 
en especial la Ley 607 de 2000 y sus normas reglamentarias.

El Presidente del Honorable Senado de la República,

Efraín José Cepeda Sarabia.
El Secretario General del Honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

Rodrigo Lara Restrepo.
El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 29 de diciembre de 2017.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro del Interior,

Guillermo Abel Rivera Flórez.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Juan Guillermo Zuluaga Cardona.
La Ministra de Educación Nacional,

Yaneth Giha Tovar.

Presidencia de la rePública

Decretos

DECRETO NÚMERO 2256 DE 2017

(diciembre 29)

por el cual se adiciona un artículo al Capítulo 1, Título 2, Parte 2, Libro 2 del Decreto 
1081 de 2015, Único Reglamentario de la Presidencia de la República, en lo relacionado 
con los gastos que pueden ser asumidos con cargo al presupuesto del Fondo de Programas 

Especiales para la Paz.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales y legales, en especial de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 
de la Constitución Política y el artículo 19 de la Ley 368 de 1997, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 10 de la Ley 418 de 1997 dispone que “la dirección de todo proceso 
de paz corresponde exclusivamente al Presidente de la República como responsable de 
la preservación del orden público en toda la Nación. Quienes a nombre del Gobierno 
participen en los diálogos y acuerdos de paz, lo harán de conformidad con las instrucciones 
que él les imparta. El Presidente de la República podrá autorizar la participación de 
representantes de diversos sectores de la sociedad civil en las conversaciones y diálogos 
a que hace referencia este capítulo, cuando a su juicio puedan colaborar en el desarrollo 
del proceso de paz”.

Que la Ley 368 de 1997 creó, entre otros, el Fondo de Programas Especiales para la 
Paz, como una cuenta especial del Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República, sin personería jurídica, administrada como un sistema separado de cuentas. 
Que de conformidad con el artículo 10 de la Ley 368 de 1997, adicionado por el parágrafo 
del artículo 14 de la Ley 434 de 1998, el Fondo de Programas Especiales para la Paz tendrá 
por objeto la inanciación de programas de paz encaminados a fomentar la reincorporación 
a la vida civil de grupos alzados en armas, de acuerdo con la política de paz existente.

Que de conformidad con el artículo 11 de la Ley 368 de 1997, en concordancia con 
el artículo 2.2.2.1.1. del Decreto 1081 de 2015, corresponde al Fondo de Programas 
Especiales para la Paz, diseñar y desarrollar los planes, programas y estrategias dirigidas a 
la generación de condiciones y al logro y mantenimiento de la paz, de conformidad con las 
directrices que señale el Presidente de la República, así como inanciar y coinanciar los 
planes, programas, estrategias e iniciativas por la paz, así como inanciar y coinanciar la 
realización de actividades que generen condiciones para entablar conversaciones, diálogos 
y irma de acuerdos con grupos alzados en armas que participen en el conlicto interno 
armado.

Que el Gobierno nacional adelantó diálogos de paz con las FARC-EP que implicarían la 
dejación de armas y el tránsito a la legalidad por parte de sus miembros y su reincorporación 
a la vida civil. Como resultado de tales negociaciones el día 24 de noviembre de 2016 se 
irmó el “Acuerdo Final para la Terminación del Conlicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera”, refrendado por el Congreso de la República el día 30 de noviembre 
del mismo año.

Que las delegaciones del Gobierno nacional y del Ejército de Liberación Nacional 
(ELN), en el mes de marzo de 2016 irmaron el “Acuerdo de Diálogos para la Paz 
de Colombia entre el Gobierno nacional y el Ejército de Liberación Nacional” para 
instalar una mesa pública de conversaciones para abordar los puntos que se establecen 
en la agenda, con el in de suscribir un Acuerdo Final para terminar el conlicto armado y 
acordar transformaciones en búsqueda de una Colombia en paz y equidad.

Que mediante la Resolución 047 del 6 de febrero de 2017 se autorizó la instalación 
de una Mesa Diálogo entre los representantes autorizados del Gobierno Nacional con 
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miembros representantes del Ejército de Liberación Nacional (ELN) en la ciudad de Quito, 
República del Ecuador, de conformidad con lo previsto en el Acuerdo Diálogos para la Paz 
de Colombia entre el Gobierno Nacional y el Ejército de Liberación Nacional.

Que de conformidad con el artículo 8° de la Ley 418 de 1997, modiicado por el 
artículo 1° de la Ley 1779 de 2016, “los representantes autorizados expresamente por 
el Gobierno nacional, con el in de promover la reconciliación entre los colombianos, 
la convivencia pacíica y lograr la paz, podrán: - Realizar todos los actos tendientes a 
entablar conversaciones y diálogos con grupos armados organizados al margen de la 
ley. - Adelantar diálogos, negociaciones y irmar acuerdos con los voceros o miembros 
representantes de los grupos armados organizados al margen de la ley, dirigidos a: obtener 
soluciones al conlicto armado, lograr la efectiva aplicación del derecho internacional 
humanitario, el respeto de los derechos humanos, el cese de hostilidades o su disminución, 
la reincorporación a la vida civil de los miembros de estas organizaciones o su tránsito 
a la legalidad y la creación de condiciones que propendan por un orden político, social y 
económico justo (...)”.

Que a la Oicina del Alto Comisionado para la Paz, de conformidad con el artículo 
21 del Decreto 672 de 2017, modiicado por el artículo 2° del Decreto 1270 de 2017, y 
en concordancia con el artículo 16 de la Ley 434 de 1998, le asiste entre otras funciones: 
i) veriicar la voluntad real de paz y reinserción a la vida civil de los alzados en armas, 
con el in de determinar la formalización de diálogos y celebración de acuerdos de paz, 
de conformidad con lo que disponga el Presidente de la República, ii) dirigir los diálogos 
y irmar acuerdos con los voceros y representantes de los grupos alzados en armas, 
tendientes a buscar la reinserción de sus integrantes a la vida civil, de acuerdo con las 
órdenes que le imparta el Presidente de la República, iii) preparar en coordinación con 
los Altos Consejeros Presidenciales y las entidades competentes el alistamiento para la 
implementación de los acuerdos de paz que se suscriban con los miembros de los grupos 
armados ilegales, sobre la base de los avances en las negociaciones de paz. iv) coadyuvar 
en la coordinación con las autoridades departamentales y municipales la preparación para 
la implementación de los acuerdos de paz que se suscriban con los grupos armados ilegales, 
sobre la base de los avances en las negociaciones, v) adelantar las gestiones necesarias 
para que la implementación de los acuerdos de paz se ajuste a la visión y contenido de los 
mismos.

Que es función del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 
brindarle colaboración al Presidente de la República, en su deber de garantizar los derechos 
y las libertades de todos los colombianos, así como también, asistirlo en el cumplimiento 
de sus deberes constitucionales y legales, siendo uno de ellos la paz de Colombia, para 
lo cual se requiere el alistamiento para la implementación de los acuerdos de paz que se 
suscriban con los miembros de los grupos armados ilegales, sobre la base de los avances 
en las negociaciones de paz o de los compromisos adquiridos, actividades estas que 
demandan la intervención de personal del Departamento Administrativo de la Presidencia 
de la República.

Que por lo anterior se hace necesario reconocer y ordenar pagos para cubrir viáticos y 
gastos de viaje del personal que interviene o colabora en tales actividades.

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Adicionar el artículo 2.2.2.1.6 al Decreto 1081 de 2015, Único 
Reglamentario de la Presidencia de la República, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.2.1.6. Gastos. Los gastos de viáticos y gastos de viaje que se generen 
con ocasión de las comisiones de servicios de funcionarios, del personal que se encuentre 
en comisión de servicios en el Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República y de contratistas que deban desarrollar o participar en actividades encaminadas 
a generar condiciones para entablar conversaciones, diálogos y irma de acuerdos con 
grupos alzados en armas que participen en el conlicto armado interno y/o relacionadas 
con los Acuerdos de Paz suscritos; serán cubiertos con cargo al rubro presupuestal 3-1-
1-11 - Fondo de Programas Especiales para la Paz: Programa Desmovilizados, Recursos 
Nación”.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga el 
Decreto 1957 del 5 de octubre de 2015.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 29 de diciembre de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

El Director de Gobierno y Áreas Estratégicas del Departamento Administrativo de 
la Presidencia de la República, encargado de las funciones del despacho del Director 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República,

Daniel Quiroga Plazas.

ministerio del interior

Decretos

DECRETO NÚMERO 2252 DE 2017

(diciembre 29)

por el cual se adiciona el Capítulo 6, del Título 1, de la Parte 4, del Libro 2 del Decreto 
1066 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior, sobre 
la labor de gobernadores y alcaldes como agentes del Presidente de la República en 
relación con la protección individual y colectiva de líderes y lideresas de organizaciones 
y movimientos sociales y comunales, y defensores y defensoras de derechos humanos que 

se encuentren en situación de riesgo.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus atribuciones constitucionales, 
en especial las conferidas por los numerales 4 y 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, en concordancia con la Ley 418 de 1997, modiicada y prorrogada mediante las 
Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 y 1430 de 2010 y 1738 de 2014, y 
el Decreto Ley  900 de 2017, y

CONSIDERANDO:

Que de acuerdo con el artículo 2° de la Constitución Política “las autoridades de la 
República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 
en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”.

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 303 de la Constitución Política, 
modiicado por el artículo 1° del Acto Legislativo 2 de 2002, el gobernador es “agente del 
Presidente de la República para el mantenimiento del orden público”, y el artículo 315 
numeral 2° ibídem el alcalde es la primera autoridad de policía del municipio o distrito en 
virtud de lo cual tiene dentro de sus funciones “conservar el orden público en el municipio, 
de conformidad con la ley y las instrucciones y órdenes que reciba del Presidente de la 
República y del respectivo gobernador”.

Que el artículo 198 de la Ley 1801 de 2016, Código Nacional de Policía y Convivencia, 
establece que son autoridades de Policía: el Presidente de la República, los gobernadores, 
los alcaldes distritales o municipales, los inspectores de Policía y los Corregidores, las 
autoridades especiales de Policía en salud, seguridad, ambiente, minería, ordenamiento 
territorial, protección al patrimonio cultural, planeación, vivienda y espacio público, y las 
demás que determinen la ley, las ordenanzas y los acuerdos, y los comandantes de estación, 
subestación y de centro de atención inmediata de Policía y demás personal uniformado de 
la Policía Nacional.

Que el artículo 199 del Código Nacional de Policía y Convivencia prevé que 
corresponde al Presidente de la República “1. Dirigir y coordinar a las autoridades de 
Policía y la asistencia de la fuerza pública para garantizar la convivencia en todo el 
territorio nacional. 2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los 
derechos y libertades públicas, y los deberes, de acuerdo a la Constitución y la ley. 3. 
Tomar las medidas que considere necesarias para garantizar la convivencia en el territorio 
nacional, en el marco de la Constitución, la ley y este Código, e 4. Impartir instrucciones a 
los alcaldes y gobernadores para preservar y restablecer la convivencia”.

Que según el artículo 200 del Código Nacional de Policía y Convivencia, el gobernador 
“es la primera autoridad de Policía del departamento y le corresponde garantizar la 
convivencia y seguridad en su territorio”, mediante el ejercicio de las atribuciones 
previstas especialmente en los artículos 201 a 203 ibídem, según el caso.

Que según el artículo 204 del Código Nacional de Policía y Convivencia, el alcalde 
“es la primera autoridad de Policía del Distrito o Municipio”, en razón de lo cual “le 

corresponde garantizar la convivencia y la seguridad en su jurisdicción”, principalmente 
mediante las atribuciones consagradas especialmente en el artículo 205.

Que el artículo 206 del Código Nacional de Policía y Convivencia establece las 
competencias de los Inspectores de Policía Rurales, Urbanos y Corregidores.

Que es obligación del Estado la protección integral de las personas que se encuentran 
en situación de riesgo extraordinario o extremo como consecuencia directa del ejercicio 
de sus actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias, o en razón 
al ejercicio de su cargo, así como de comunidades o grupos en razón a la intensidad del 
riesgo.

Que el numeral 2.1.2.2 del Acuerdo Final para la Terminación del Conlicto y la 
Construcción de una Paz Estable y Duradera dispone en el literal c) que se fortalecerá “el 

programa de protección individual y colectiva de líderes y lideresas de organizaciones y 
movimientos sociales y defensores y defensoras de derechos humanos que se encuentren 
en situación de riesgo. El programa de protección individual y colectiva tendrá enfoque 
diferencial y de género”, protección que debe extenderse también a los líderes comunales.

Que mediante el Decreto Ley  154 de 2017, “por el cual se crea la Comisión Nacional 
de Garantías de Seguridad en el marco del Acuerdo Final, suscrito entre el Gobierno 
nacional y las FARC-EP el 24 de noviembre de 2016”, que tiene por objeto “el diseño 
y seguimiento de la política pública y criminal en materia de desmantelamiento de las 
organizaciones o conductas criminales responsables homicidios y masacres, que atenten 
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